
 
 

 
 
 
 
 
 

 
Consejo Superior de la Judicatura 

        Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                                SOLEDAD – ATLANTICO  

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 

SOLEDAD, NUEVE (09) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTITRES (2023). 
 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA  
RADICACIÓN: 087583111200220230033800 
ACCIONANTE: MARBEL LUZ FIELD ORTIZ 
ACCIONADO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES Y ADMINISTRADORA  
DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIA PROTECCION SA 
 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Se decide la ACCIÓN DE TUTELA incoada por MAREL LUZ FIELD ORTIZ, en contra de 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES Y ADMINISTRADORA DE 
FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIA PROTECCION SA por la presunta vulneración de su 
derecho fundamental a la SEGURIDAD SOCIAL, SALUD y a LA VIDA DIGNA 
 

ANTECEDENTES 
 
La parte accionantes expresa como fundamentos del libelo incoatorio: 
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PRETENSIONES 
 
Con fundamento en lo anterior, solicita la parte actora se protejan los derechos invocados y en 
consecuencia: 

 
 

 
ACTUACIONES 

 
La presente acción de tutela correspondió por reparto a esta agencia judicial, siendo admitida a 
través de providencia calendada 16 de agosto de 2023, ordenándose correr traslado a los 
accionados a fin de que ejercieran su derecho a la defensa, asimismo, se vinculó al trámite a 
CODECUEROS LTDA 
 
INFORME ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES  
NAZLY YORLENY CASTILLO BURGOS, en calidad de directora (A) de la Dirección de Acciones 
Constitucionales, manifestó: 
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INFORME ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIA PROTECCION SA 
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En auto de fecha 16 de agosto de 2023 mediante el cual se admitió la acción de tutela se ordenó la 
vinculación al trámite de CODECUEROS LTDA, requiriendo a las partes a fin de que informaran la 
dirección física o electrónica del vinculado. No obstante a la fecha no se recibió información acerca 
de la dirección de notificación de la misma, por lo anterior se procedió a publicar edicto emplazatorio 
en la pagina web de la Rama Judicial en el micrositio del Despacho, anexo prueba de ello. 
 

 
 
FALLO Y NULIDAD  
 
Mediante fallo de fecha 30 de agosto de 2023, este Despacho resolvió declarar improcedente el 
amparo invocado. No obstante, la parte actora impugnó el fallo, por lo cual el mismo fue remitido al 
Tribunal Superior Del Distrito Judicial de Barranquilla – Sala Séptima de Decisión Civil Familia, quien 
mediante auto de fecha 22 de septiembre de 2023 declaró la nulidad del fallo aquí proferido por 
cuanto no se vinculó al trámite a TEMPO CARIBE LTDA TEMCA LTDA. 
 
OBEDECE AL SUPERIOR  
Mediante auto de fecha 25 de septiembre de 2023, resolvió obedecer al Superior, y vincula al trámite 
a TEMPO CARIBE LTDA TEMCA LTDA. Además, requiere a las partes a fin que aporten la dirección 
física o electrónica de la vinculada. 
 
Informes: 
COLPENSIONES  
MARTHA ELENA DELGADO RAMOS, en calidad de Dirección de Acciones Constitucionales: 
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INFORME PROTECCION  

 
 
INFORME MARBEL LUZ FIELD ORTIZ 
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DIRECCION DE TEMPO ENCONTRADA EN GOOGLE 

 
 
CONSTANCIA OFICIO TEMPO CARIBE LTDA TEMCA LTDA - DEVUELTO 
 

 
 
PUBLICACION AVISO PAGINA WEB RAMA JUDICIAL 
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PROBLEMA JURÍDICO 
 
De conformidad con lo preceptuado, corresponde determinar lo siguiente:  
 
¿Es procedente la acción de tutela para amparar el derecho fundamental a la SEGURIDAD SOCIAL, 
SALUD  y a la VIDA DIGNA invocado por MARBEL LUZ FIELD ORTIZ contra COLPENSIONES Y 
PROTECCION, con ocasión de las semanas que asegura hacen falta sean reportadas para acceder 
a la pensión? 
 

   FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 29 y 86 de la Constitución Política, Decreto 
2591 de 1991. Sentencia No. C-543/92, T- 231/94, T- 118/95, T- 492/95, SU 542/99, T-200/2004, T- 
774/2004, T-106/2005, T-315/2005, C 590/2005, T-060- 2016, entre muchas otras. 
 

CONSIDERACIONES  
 
El Constituyente de 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa declaración de 
derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un mecanismo 
residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los cuales la persona 
afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, así se tiene por visto que la 
esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger estrictamente estas garantías que se vean 
vulnerados por la acción u omisión de cualquier persona. 
 
Se enuncia el estudio de los derechos fundamentales invocados:  
 
SALUD El derecho a la salud se constitucionalizó de forma expresa en los artículos 44 y 49 de 
nuestra actual Constitución Política como un derecho inherente a la persona. Según un primigenio 
criterio formalista de interpretación, el derecho a la salud fue considerado como un derecho 
meramente prestacional debido a su ubicación topográfica en dicha Constitución. De allí, y por influjo 
directo de las consideraciones jurisprudenciales de la Corte Constitucional, fue considerado como 
un derecho de doble connotación –fundamental y asistencial–, luego como un derecho fundamental 
por conexidad, posteriormente como un derecho fundamental con relaciones a determinadas 
poblaciones –adulto mayor, personas en estado de discapacidad, población en estado de 
desplazamiento–, seguidamente como fundamental con relación a los contenidos del Plan 
Obligatorio de Salud y, finalmente, parece haberse reconocido como un derecho fundamental per 
se. No obstante el decurso jurisprudencial señalado, aún se escuchan voces sobre el carácter 
meramente prestacional del derecho a la salud o de su iusfundamentalidad en forma exclusiva por 
vía conexidad con otros derechos fundamentales. El derecho a la salud analizado en clave del 
Estado social es un verdadero derecho fundamental por ser universal, irrenunciable, inherente a la 
persona humana, integral e integrador, esencial para la materialización de una vida digna y con 
calidad, y vital para la eficacia real del principio de igualdad material. Comporta libertades y derechos. 
Por ello, el derecho fundamental a la salud en Colombia debe ser un derecho seriamente 
fundamental, protegido por todas las 
garantías constitucionales y legales propias de tal tipo de derechos. 
 
El Preámbulo de la Constitución Política de 1991 determina como uno de los fines esenciales del 
Estado colombiano el de garantizar a sus integrantes la vida. A su vez, la protección del derecho a 
la vida se encuentra positivizada en el artículo 11 de la precitada Constitución Política como un 
derecho fundamental. Su satisfacción efectiva e integral, como derecho a una vida digna1 , depende 
del aseguramiento real de otros derechos. Entre ellos se destaca el derecho a la salud2 . Los 
artículos 48 y 49 constitucionales fueron desarrollados por la Ley 100 de 19933 que, entre otros, 
estructuró el Sistema General de Seguridad Social en Salud (en adelante SGSSS). El SGSSS tiene 
como objetivos: regular el servicio público de salud, crear condiciones para el acceso de toda la 

población al servicio de salud en todos los niveles de atención, cubrir las contingencias de 

enfermedad general y maternidad de sus afiliados y beneficiarios, y como corolario, garantizar a 
todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. 
Con tal fin, la citada Ley 100 de 1993 estipuló la implementación de un Plan Obligatorio de Salud (en 
adelante POS)4 , como un conjunto básico de servicios en salud para los afiliados y beneficiarios de 
tal Sistema. En este contexto, la naturaleza jurídica del derecho a la salud ha sido ampliamente 
discutida para efectos de su justiciabilidad vía acción de tutela5 . Discusión que prima facie zanjó la 
Sentencia T-760 de 20086 al reconocer al derecho a la salud como un derecho fundamental 
autónomo. Sin embargo, no se percibe de algunas de las subsiguientes jurisprudencias de la Corte 
Constitucional una absoluta correspondencia con el reconocimiento realizado por tal sentencia. De 
hecho, sentencias posteriores a la T-760 de 2008 han regresado a la concepción del derecho a la 
salud como fundamental solo por conexidad, tal como se verá posteriormente. Aun en algunos 
espacios académicos se discute la fundamentalidad o no del derecho a la salud. Por ello, en este 
breve trabajo se pretende analizar las características propias del derecho a la salud y compararlas 
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con las propias de un derecho fundamental a fin de buscar la consolidación de tal derecho como un 
derecho seriamente fundamental para todos los efectos legales y prácticos, y no solo como 
fundamental para efectos de su justiciabilidad vía acción de tutela. En tal sentido se analizará qué 
tipo de derecho es el derecho a la salud, cuál su estructura y finalmente se hará un recorrido por las 
decisiones de la Corte Constitucional con respecto de la justiciabilidad tal derecho vía acción de 
tutela. En todo caso se partirá de la concepción del derecho a la salud en clave de lectura del Estado 
social, como un derecho integral e integrador y bajo la premisa que el derecho a la salud implica la 
garantía real a gozar de un estado físico, mental, emocional y social que permita al ser humano 
desarrollar en forma digna y al máximo sus potencialidades, en bien de sí mismo, de su familia y de 

la colectividad en general. 
 

VIDA En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho constitucional 
fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin tener en cuenta las condiciones 
en que ello se haga, sino que, por el contrario, supone la garantía de una existencia digna, que 
implica para el individuo la mayor posibilidad de despliegue de sus facultades corporales y 
espirituales, de manera que cualquier circunstancia que impida el desarrollo normal de la persona, 
siendo evitable de alguna manera, compromete el derecho consagrado en el artículo 11 de la 
Constitución. 
  
Así, no solamente aquellas actuaciones u omisiones que conducen a la extinción de la persona 
como tal, o que la ponen en peligro de desaparecer son contrarias a la referida  disposición superior, 
sino también todas las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla 
insoportable. Una de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o suprimirse, cuya 
extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera efectivamente la vida de la persona, entendida 
como el derecho a un existencia digna. También quebranta esta garantía constitucional el someter 
a un individuo a un estado fuera de lo normal con respecto a los demás, cuando puede ser como 
ellos y la consecución de ese estado se encuentra en manos de otros; con más veras cuando ello 
puede alcanzarlo el Estado, principal obligado a establecer condiciones de bienestar para sus 
asociados. 
 

SEGURIDAD SOCIAL El artículo 48 de la Carta Política, dispone que la seguridad social es un 
derecho irrenunciable y un servicio público en cabeza del Estado, que debe garantizarse a todas las 
personas “en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad”. Para esta 
Corporación la seguridad social es un derecho de raigambre fundamental, que debe ser definido de 
la siguiente manera: “conjunto de medidas institucionales tendientes a brindar progresivamente a 
los individuos y sus familias las garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que 
puedan afectar su capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para una 
subsistencia acorde con la dignidad del ser humano” 
 

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 
 
Revisado el sub-lite, encuentra éste Despacho que el problema jurídico radica en que la señora 
MARBEL LUZ FIELD ORTIZ considera vulnerado sus derechos a la Seguridad Social, Salud y a la 
Vida por parte de COLPENSIONES Y PROTECCION AFP, en virtud de las semanas que asegura 
hacen falta para acceder a la presión, lo anterior debido a que ya cumple con el requisito de la edad. 
 
Manifiesta la actora que solicitó a COLPENSIONES la corrección de los periodos que al parecer su 
empleador descontó, pero no hizo el aporte, por lo que existen periodos pendiente por reportar lo 
que tiene como consecuencia que no cumple el requisito de las semanas que necesita. Por lo que 
solicita a través de esta acción constitucional se ordena a las accionadas a corregir la información 
concerniente en su historia laboral. 
 
Colpensiones en su informe asegura que no vulnera los derechos fundamentales que invoca la 
actora, lo anterior debido a que de la solicitud de corrección presentada ante su entidad y una vez 
verificada la información, procedieron a resolver la solicitud de corrección en los siguientes términos: 
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Además, señala que la presente solicitud de amparo resulta improcedente. 
 
AMPLIACION INFORME COLPENSIONES (en trámite post Nulidad) 
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Por su parte PROTECCION AFP  informa que la actora no se encuentra afiliada a su entidad, que 
una vez se efectuó el traslado de fondo se reportaron y trasladaron las semanas y aportes realizados 
por la actora por lo que no le corresponde realizar la corrección que solicita la actora. 
 
Ahora bien, en atención a la Nulidad decretada por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Barranquilla, Sala Séptima de Decisión Civil Familia, se procedió a vincular y notificar al vinculado 
TEMPO CARIBE LTDA TEMCA LTDA, no obstante la dirección encontrada en Google  y aportada 
por las partes fue devuelto como “no reside”, además se publicó en la pagina web de la Rama Judicial 
en el micrositio del Despacho. 
 
Respecto al requisito de subsidiariedad para el reconocimiento de derechos pensionales. La Corte 
en reiterada jurisprudencia ha manifestado: 
“Como ya lo ha señalado esta Sala de Revisión en anteriores oportunidades, la jurisprudencia 
constitucional ha establecido, en virtud del artículo 86 de la Carta Política, que la acción de tutela es 
un medio judicial con carácter residual y subsidiario, que puede utilizarse frente a la vulneración o 
amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro medio de defensa de lo invocado, o 
existiéndolo, no resulte eficaz e idóneo, o se requiera acudir al amparo como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable. 
 
Al respecto este Tribunal ha señalado que “no es suficiente la mera existencia formal de otro 
procedimiento o trámite de carácter judicial. Es indispensable que ese mecanismo sea idóneo y 
eficaz, con miras a lograr la finalidad específica de brindar inmediata y plena protección a los 
derechos fundamentales, de modo que su utilización asegure los efectos que se lograrían con la 
acción de tutela. No podría oponerse un medio judicial que colocara al afectado en la situación de 
tener que esperar por varios años mientras sus derechos fundamentales están siendo vulnerados.” 
 
En lo referente a la posibilidad de instaurar acción de tutela para solicitar el reconocimiento y pago 
de prestaciones sociales, esta Corporación ha dejado sentado que si bien estos asuntos deben 
someterse a consideración de los jueces de la Jurisdicción Ordinaria Laboral, tal regla puede 
replantearse a medida que surjan circunstancias excepcionales que ameriten la necesidad de 
salvaguardar garantías iusfundamentales cuya protección resulta impostergable. 
En este sentido, esta Corte ha indicado que en aquellos eventos en los que se busca el 
reconocimiento de un derecho pensional por vía tutela, el análisis de procedibilidad formal se 
flexibiliza dependiendo de las circunstancias personales del accionante, es por ello que debe 
analizarse, por ejemplo, si se trata de un sujeto de especial protección constitucional, como es el 
caso de personas que por sus condiciones físicas o mentales se encuentren en estado de debilidad 
manifiesta, y además se encuentren imposibilitados para procurarse los medios necesarios que 
garanticen sus necesidades básicas. 
 
  
Bajo este panorama, esta Corporación ha considerado que, la acción de tutela resulta procedente 
para el reconocimiento de pretensiones pensionales “ si su desconocimiento compromete de forma 
conexa derechos fundamentales como el mínimo vital y la vida digna, y el juez constitucional, a la 
luz de las particularidades fácticas del caso en revisión, arriba a la conclusión de que el mecanismo 
judicial de que dispone el interesado es ineficaz, debido a que no resuelve el conflicto de manera 
integral o no es lo suficientemente expedito frente a la exigencia de protección inmediata de 
derechos fundamentales 
 
Ahora bien, la Corte ha señalado que en el caso de aquellas personas que se encuentran en 
condición de discapacidad “el rigor del principio de subsidiariedad debe ser atemperado debido a 
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que, según lo ha establecido el artículo 47 del texto constitucional, el Estado debe ofrecer a las 
personas que padecen disminuciones de orden físico, sensorial o síquico un tratamiento privilegiado, 
obligación en la cual se encuentra comprendido el deber de ofrecer a los discapacitados la atención 
especializada que requieran. En idéntico sentido, el artículo 13 superior consagra la obligación en 
cabeza del Estado de promover las condiciones que procuren una igualdad real y efectiva entre los 
ciudadanos, lo cual supone la adopción de ‘medidas a favor de grupos discriminados o marginados. 
En consecuencia, la solución de este tipo de controversias debe llevarse a cabo con esmerada 
cautela y prontitud, en la medida en que se encuentran comprometidos los derechos de un sector 
de la población que se haya en condiciones de acentuada indefensión.” 
 

De la situación fáctica puesta de presente se tiene que la actora pretende a través de la 
acción de tutela se ordene a la accionada COLPENSIONES  que corrija la información 
concerniente a las semanas cotizadas incluyendo el tiempo total laborado y descontado, 
asimismo que se ordene a PROTECCION AFP  a que traslade a Colpensiones el bono 
pensional y las semanas descontadas que no fueron canceladas por su empleador. 
 
En virtud de lo anterior advierte el Despacho que aun cuando es excepcionalmente 
procedente la acción de tutela para reconocer derechos pensionales, para el caso que nos 
atañe no acredita ni siquiera sumariamente por parte de la accionante que sea un sujeto 
especial de protección constitucional, además no señala padecer algún diagnóstico o 
aportar historia clínica donde se evidencie alguno.  
 
En consonancia con lo anterior, el carácter subsidiario de la acción de tutela requiere que 
no exista otro medio de defensa o que el mismo no sea eficaz, por lo que descendiendo al 
caso se tiene que la actora cuenta con mecanismos para la defensa de sus derechos a 
través de la justicia ordinaria laboral en la que además se puede dar un debate probatorio 
mas amplio que pueda determinar si le asiste o no el derecho a se corrija la información 
incluyendo los periodos que asegura laboró y le fueron descontados pero que no se 
encuentran debidamente reportado. Lo anterior, máxime cuando el Juez de tutela no puede 
desplazar las competencias del Juez de conocimiento laboral. 
 
Por todo lo anterior resulta improcedente el amparo invocado por MARBEL LUZ FIELD 
ORTIZ  contra COLPENSIONES Y PROTECCION  
 
POR LO ANTERIORMENTE EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 
EN ORALIDAD DE SOLEDAD - ATLÁNTICO, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE 
DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY.- 
 

RESUELVE 
 
 

1. DECLARAR IMPROCEDENTE el amparo invocado por la señora MARBEL LUZ 
FIELD ORTIZ en contra de ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES Y ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 
CESANTIA PROTECCION SA, de conformidad con lo establecido en la parte motiva 
de esta providencia.  

 
2. Notificar ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del Pueblo de la 

Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 
 

3. Si no fuere impugnada esta decisión, en firme, envíese a la Honorable Corte 
Constitucional, para su eventual revisión, tal como lo dispone el artículo 31 del 
Decreto 2591 de 1.991. 
 

 
NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE 

PRESENTA LA PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 
 


